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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, enero veintiocho de dos mil cinco 

                                                               Aprobado por Acta No.  021

                                                               Hora: 2:30 pm

Procede la Sala a resolver la impugnación incoada por el señor JESÚS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Penal del Circuito Especializada de Pereira (e) el día veinticuatro (24) de noviembre de 2004, a propósito de la acción instaurada contra el Banco “Bancafé”. 

1.- SOLICITUD  

Refirió el accionante que el veintidós (22) de julio de 1997 adquirió un crédito con la Corporación de Ahorro y Vivienda “Concasa” (hoy “Bancafé”) por valor de dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.230.000) para compra de vivienda. 

Sin embargo, en días recientes se dio cuenta que el Banco de manera equivocada le hizo firmar el pagaré respectivo por un valor de dieciocho millones doscientos treinta mil pesos ($18.230.000) y sobre esa cifra ha venido cobrando las cuotas (las cuales se han cancelado cumplidamente por espacio de siete años).  

Consideró que el cobro de esos injustificados dos millones de pesos ($2.000.000), con intereses inclusive, se convierte en un atentado contra sus derechos fundamentales “al buen nombre”, “a la familia”, “a la vivienda digna” y “a la equidad”, razón para acudir a la judicatura en busca del amparo pertinente. 

2.- FALLO

La funcionaria constitucional, luego de vincular a la entidad accionada, consideró improcedente el amparo, en atención a que en el presente caso no están en juego las condiciones del crédito sino uno de los elementos esenciales del contrato, lo que corresponde dirimirse imprescindiblemente al Juez ordinario. 

Además, el tiempo que el accionante ha dejado transcurrir deviene contrario al principio de inmediatez que debe caracterizar la acción de tutela. 

Debe entonces acudirse a la vía civil para dirimir la controversia.   

3.- IMPUGNACIÓN

Sin presentar una sustentación formal, la accionante manifestó su deseo de acudir a la segunda instancia.  

4.- PRUEBAS EN SEGUNDA INSTANCIA 

Se le solicitó a la Compañía de Construcciones Limitada que certificara el monto exacto que recibió de parte del accionante y de “Bancafé”, respectivamente, con ocasión del negocio donde figuró como objeto material la casa número 26 ubicada en la manzana 15 de la Urbanización Tejares de la Loma del Municipio de Dosquebradas.
5.- SE CONSIDERA
5.1.-  Asunto previo

No obstante la falta de sustentación, es sabido que la segunda instancia en materia de tutelas procede con la mera manifestación expresa por parte del inconforme. Razón de más para que la Sala deba profundizar en todos los factores que incidieron en la presentación de la solicitud, con mayor detalle incluso que frente a una sustentación concreta.

5.2.- Problema Jurídico

Valga decir, desde ya, que el peticionario no atina en la descripción del derecho fundamental que para el caso corresponde proteger, pues lo que aprecia la Sala es la infracción principal del derecho fundamental al DEBIDO PROCESO, derivado de lo cual podrían verse afectados otros intereses como los mencionados (vivienda, buen nombre, familia, equidad, etc.)

Estudiado con detenimiento el documental y dando por sentado que en verdad existe una diferencia entre el valor que la entidad bancaria se comprometió a entregar por el préstamo de vivienda ($16.230.000)
 y el valor que finalmente hizo respaldar a través de un pagaré ($18.230.000),
 entiende la Sala que le corresponde determinar bajo el prisma constitucional, si esa situación  puede repercutir en una violación al debido proceso, o si, por el contrario, corresponde a una simple discrepancia contractual que debe ser dirimida ante los jueces ordinarios. De ser lo primero habrá de concederse el amparo pertinente, de lo contrario, debe confirmarse el proveído impugnado. 

5.3.-  Solución al debate planteado

Pese a que la señora Juez de primera instancia reconoció la divergencia que surge luego de comparar el contrato original y el pagaré respectivo, para la Sala su posición respecto a que debe ser la justicia civil la que desate el conflicto, aunque real, no guarda armonía con los fines de la acción de tutela y el principio de eficacia que la orienta.

Así lo decimos porque se debió analizar minuciosamente si el proceder del Banco al modificar las condiciones pactadas inicialmente fue legítimo (v.gr. por haber contado con la aquiescencia del deudor), o si, por el contrario, devino de manera unilateral y arbitraria (ejercicio indebido del poder dominante en la relación contractural), pues de ser esto último se impone la concesión del amparo.  

Con esos prolegómenos, emprenderá la Sala el estudio detallado de lo ocurrido:

El día ocho (8) de julio de 1997 los señores LUIS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ y EDILMA GIRLADO SERNA, cónyuges entre sí, acudieron ante el notario cuarto de Pereira en calidad de compradores de la casa número veintiséis (26) ubicada en la manzana 15 de la Urbanización Tejares de la Loma del Municipio de Dosquebradas;
 se presentó como vendedor el representante legal de la “Compañía de Construcciones Limitada”. El monto total del negocio fue de veintitrés millones doscientos veinte mil pesos ($23.220.000), para lo cual se pactó la siguiente forma de pago: el comprador entregaría en efectivo seis millones novecientos noventa mil pesos ($6.990.000) y el excedente, o sea, dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.2300.000), sería pagado a través de un préstamo por ese valor y que sería desembolsado por la Corporación Cafetera de Ahorro y Vivienda “Concasa” (hoy “Bancafé”). De esto último dio fe dentro de la misma escritura pública, la señora FANNY CECILIA RUIZ LONDOÑO, en calidad de representante legal de la entidad crediticia.     

Si esa situación es tan diáfana, corresponde formular el siguiente interrogante: ¿Por qué razón el pagaré número 620-2-7907-09, contrario a lo citado en la escritura pública de compraventa, fue elaborado por la suma de dieciocho millones doscientos treinta mil pesos ($18.230.000)? Las respuestas podrían ser varias: (i) porque por un crédito adicional se acordó entregar dos millones de pesos ($2.000.000) más al deudor; (ii) porque en el Banco se presentó un error en la digitación del monto real de la obligación y el deudor no lo percibió; o (iii) porque el Banco se equivocó y entregó dos millones de pesos más a la “Compañía de Construcciones Limitada”.

Para la Sala la primera hipótesis se debe descartar, habida cuenta que no se encuentra en las pruebas remitidas por “Bancafé”, sustento documental que dé muestra de algún acuerdo adicional entre los contratantes. Ahora, ¿cómo saber si fue lo segundo o lo tercero?

Sea como fuere, lo cierto es que si revisamos con detenimiento lo que adujo en segunda instancia la “Compañía de Construcciones Limitada”, deducimos con absoluta claridad que en realidad la suma que la Corporación Crediticia giró fue por valor de dieciocho millones doscientos treinta mil pesos ($18.230.000). 

Hasta aquí todo parecería normal, lo que conllevaría a calificar lo alegado por el accionante como infundado; empero, existe un ingrediente adicional que, dígase de una vez, será suficiente para revocar la decisión revisada y en su lugar conceder el amparo del derecho al debido proceso. 

Ocurrió que dos meses después de haber remitido “Concasa” (hoy “Bancafé”) los dieciocho millones doscientos treinta mil pesos ($18.230.000) a la “Compañía de Construcciones Limitada”, ésta entidad fue informada de una equivocación de parte de aquélla, pues la cifra real era la de dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.230.000). En atención a esta circunstancia, la entidad constructora se vio en la obligación de devolver a “Bancafé” (y hasta con intereses) los dos millones de pesos ($2.000.000) enviados en exceso. Esta devolución ocurrió el día cinco (5) de septiembre de 1997 y como constancia de ello obra nítidamente el sello de recibido por parte de “Concasa” (hoy “Bancafé”).
   

En este orden de ideas, concluimos: (i) Que en verdad existió una equivocación, atribuible exclusivamente a “Bancafé” (según los documentos allegados); (ii) que dicha entidad se dio cuenta de la inusual situación pero nunca se la informó a su deudor; y (iii) que no obstante la inconsistencia, omitió rehacer el pagaré y por ello ha venido cobrando al señor ÁLVAREZ PÉREZ teniendo como cifra base dieciocho millones doscientos treinta mil pesos ($18.230.000) cuando realmente el dinero desembolsado ascendió a dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.230.000). 

Por no informarse el accionante de esta delicada situación y por no haberse aclarado en toda su extensión el monumental desfase, “Bancafé” incurrió en una rotunda vulneración al Debido Proceso, similar -en sus efectos- a aquella que surge cuando unilateralmente se agravan las condiciones inicialmente pactadas con los usuarios;
 emerge un abuso de su poder dominante y, naturalmente, un enriquecimiento sin causa.

Ante este flagrante atentado contra un derecho fundamental, es evidente que la acción de tutela es el mecanismo idóneo para acudir en la defensa de los intereses del afectado JESÚS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ (y conexamente los de su familia, dada la naturaleza de lo discutido), pues podría sobrevenir un perjuicio irremediable (en atención a que el daño se está causando de manera periódica en desmedro de la estabilidad económica familiar). Por la demora que representa un trámite civil, la protección requerida, si se optara por esta vía, sería baladí.
  

Como corolario de lo antepuesto, se ordenará a “Bancafé” que en el improrrogable término de ocho (8) días, contado a partir de la notificación de esta decisión, reliquide en su totalidad la obligación de la que es titular el señor LUIS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ, teniendo únicamente como cifra base dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.230.000). Deberá hacerse un análisis histórico discriminado año por año (según el valor de UPAC o de UVR de cada período), a partir del día ocho (8) de julio de 1997,
 para establecer a ciencia cierta las cifras que en exceso se han cancelado hasta la fecha, las cuales deberán ser abonadas al capital real final que arroje el procedimiento contable. 

Dentro de ese mismo lapso, deberá la entidad accionada remitir un informe detallado acerca de la forma en la que dio cumplimiento a esta determinación judicial. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Penal del Circuito Especializada de Pereira (e). 

SEGUNDO: Según lo expuesto en la parte motiva, SE TUTELA el derecho al debido proceso del ciudadano LUIS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ y el de su núcleo familiar. 

TERCERO: SE ORDENA al Banco “Bancafé” que en el improrrogable término de ocho (8) días, contado a partir de la notificación de esta decisión, reliquide en su totalidad la obligación de la que es titular el señor LUIS ANTONIO ÁLVAREZ PÉREZ, teniendo únicamente como cifra base dieciséis millones doscientos treinta mil pesos ($16.230.000). Deberá hacerse un análisis histórico discriminado año por año (según el valor de UPAC o de UVR de cada período), para establecer a ciencia cierta las cifras que en exceso se han cancelado hasta la fecha, las cuales deberán ser abonadas al capital real final que arroje el procedimiento contable.

CUARTO: La entidad accionada deberá remitir a esta Corporación y al a quo, en ese mismo lapso, un informe detallado acerca de la forma en la que dio cumplimiento a esta decisión. 

QUINTO: Ofíciese al  señor Juez de primera instancia para que vigile estrictamente la materialización del amparo. 

SEXTO: Se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

JULIO CÉSAR CARDONA QUINTERO 

Secretario de la Sala

Ad hoc 
� Contenido en la escritura número 1758 elevada ante el Notario Cuarto del Circulo de Pereira el ocho (8) de julio de 1997. 


� Título valor número 620-2-7907-9 del veintidós (22) de julio de 1997. 


� Folio 7. 


� Folio 83. 


� Al respecto, puede consultarse la sentencia T-550 de 2003. 


� Cuando el medio alternativo es ineficaz para proteger de manera INMEDIATA los derechos fundamentales y su vulneración es evidente, debe proceder indiscutiblemente la acción constitucional de amparo (sentencia T- 1004 de 1999).  


� Baste recordar que la “Compañía de Construcciones Limitada” pagó intereses por los dos (2) meses que tuvo en su poder los dos millones de pesos ($2.000.000) equivocadamente girados; por esta razón, ningún cobro de frutos por la mencionada cifra puede hacérsele al tutelante.
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